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Apelación 

procedente del 

Tribunal de 

Primera 

Instancia, Sala 

de  

San Juan 

 

K AC2011-0725 

(906) 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez 

Nazario, el Juez Rodríguez Casillas y el Juez 

Candelaria Rosa 

Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 El 6 de marzo de 2015, el señor Patrick E. Marvez 

h/n/c Marvez & Associates, Inc. (Apelante) comparece 

ante nos mediante el presente recurso de apelación. 

Solicita que revoquemos la Sentencia Parcial emitida 

el 18 de agosto de 2014 por el Tribunal de Primera 

Instancia Sala Superior de San Juan (TPI). Mediante 

ésta, desestimó por prescripción la causa de acción en 

daños y perjuicios que presentó el doctor Francisco 

Blanes Mayans (Apelado) contra el Apelante y otros, al 

amparo del Artículo 1802 del Código Civil de Puerto 

Rico, 31 LPRA sec. 5298.  

Tras evaluar la posición de ambas partes, se 

confirma la Sentencia Parcial recurrida.  
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-I- 

El 9 de diciembre de 2010, el Apelado incoó una 

causa de acción contra el Apelante, A.I. Credit Corp., 

y Chartis Insurance Company – Puerto Rico sobre 

incumplimiento de contrato y daños y perjuicios. Dicha 

demanda fue enmendada el 21 de septiembre de 2011.  

Adujo haber suscrito con el Sindicato de Aseguradores 

para la Suscripción Conjunta de Seguro de 

Responsabilidad Profesional Médico-Hospitalaria 

(SIMED) una póliza de seguro de responsabilidad 

médico-profesional. Alegó que el 28 de julio de 2008 

tramitó a través del Apelante –en calidad de promotor- 

un contrato de financiamiento de la prima de dicha 

póliza con A.I. Credit, Corp. La vigencia de la póliza 

era del 1 de agosto de 2007 al 1 de agosto de 2008, 

renovable siempre y cuando ello se hiciera el mismo 

día de su vencimiento para tener retroactividad. 

El apelado alegó, específicamente, que el 

apelante incumplió el contrato entre las partes en sus 

funciones de agente y/o corredor de seguros al no 

gestionar la renovación de la póliza en cuestión.  

Añadió que el apelante incumplió sus obligaciones al 

no notificarle de la renovación tardía de dicha póliza 

y de esta forma se incumplió con el contrato de 

servicio existente entre las partes. 

El 6 de febrero de 2013, el apelante presentó una 

Moción de Sentencia Sumaria alegando que la 

reclamación presentada en su contra es una por 

impericia profesional y está prescrita.  El apelado, 

luego de cierto trámite procesal, se opuso a la 
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solicitud de sentencia sumaria.  Arguyó que estaba en 

controversia si entre las partes hubo un vínculo 

contractual y si su incumplimiento generó daños.  

Sostuvo que el término prescriptivo de 15 años es el 

que aplica al presente caso. 

Examinados los escritos de las partes y la 

totalidad del expediente, el TPI formuló las 

siguientes determinaciones de hechos:
1
 

1. La póliza número PRM0009762 emitida por 

SIMED a favor del Dr. Blanes debía ser 

renovada en o antes del 1 de agosto de 

2008, o de lo contrario, la misma perdería 

efectividad. 

 

2. Entre el 1 de agosto de 2008 y el 11 de 

agosto de 2008, el Sr. Marvez le notificó 

al Dr. Blanes, a través de su entonces 

esposa, la Dra. Berdasco, que la póliza 

número PRM0009762 no fue renovada puesto 

que SIMED recibió el pago con posterioridad 

a la fecha de efectividad de la póliza de 1 

de agosto de 2008. 

 

3. El 12 de agosto de 2008, el Dr. Blanes 

presentó una solicitud de seguros para 

SIMED en la cual solicitaba la cubierta 

retroactiva con vigencia desde el 1 de 

agosto de 2008. 

 

4. Para la primera quincena de agosto de 2008, 

el Dr. Blanes entendía que el Sr. Marvez le 

había fallado como profesional. 

 

5. El 16 de marzo de 2009, SIMED le notificó 

al Dr. Blanes que no le ofrecería cubierta 

bajo la póliza número PRM0009762 ya que la 

misma no estaba en vigor, puesto que no fue 

renovada a su fecha de expiración. 

 

6. El Dr. Blanes admitió haber recibido 

mediante fax o correo la carta de SIMED de 

16 de marzo de 2009 indicando la 

denegatoria de cubierta y haber leído la 

misma. 

 

7. El Sr. Marvez era representante autorizado 

de SIMED desde el 6 de agosto de 2009. 

 

                                                 
1
 Hechos que no están en controversia. 
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8. La demanda incoada en contra del Dr. Blanes 

por impericia médica, civil núm. 10-01071 

(CVR), fue presentada ante el Tribunal 

Federal, Distrito de Puerto Rico, el 1 de 

febrero de 2010. 

 

9. El Dr. Blanes fue emplazado con copia de 

dicha demanda federal el 8 de febrero de 

2010. 

 

10. Una vez recibió copia del emplazamiento y 

demanda del caso federal, el Dr. Blanes se 

lo notificó a SIMED. 

 

11. El 26 de febrero de 2010, en respuesta al 

Dr. Blanes haberle enviado copia de la 

demanda y emplazamiento a SIMED, este 

último le reconfirmó al Dr. Blanes la 

denegatoria de la cubierta expresada 

originalmente en la carta de 16 de marzo de 

2009, antes mencionada. 

 

12. Al Dr. Blanes no le sorprendió la posición 

expresada por SIMED en la carta de 26 de 

febrero de 2010, toda vez que ya le habían 

denegado la cubierta solicitada desde el 16 

de marzo de 2009. 

 

13. El 21 de mayo de 2010, la representación 

legal de Dr. Blanes le envió al Sr. Marvez 

una carta de reclamación extrajudicial por 

su supuesta negligencia en el trámite del 

pago del contrato de financiamiento para la 

renovación de la póliza número PRM0009762. 

 

14. La Demanda de epígrafe se presentó 

originalmente el [9] de diciembre de 2010. 

(Énfasis en el original). 

 

Mediante sentencia sumaria parcial, el TPI 

declaró ha lugar la solicitud de sentencia sumaria que 

presentó el Apelante y dispuso que la acción en daños 

y perjuicios bajo el Artículo 1802 estaba prescrita. 

Resolvió que aún queda por dilucidar si existía un 

contrato entre las partes, si hubo incumplimiento del 

mismo y la procedencia de los daños y perjuicios 

contractuales cuyo término para reclamar no ha 

prescrito, pues el término para instar dicha acción es 

de quince (15) años.  
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No conforme, el 4 de marzo de 2015, el Apelante 

comparece ante nos mediante escrito de apelación 

planteando lo siguiente: 

Erró el TPI al no desestimar la reclamación 

por impericia profesional a favor de Marvez 

por estar la misma prescrita. 

 

Erró el TPI al aplicar el término 

prescriptivo de quince años a una acción de 

impericia profesional. 

 

Erró el TPI al concluir que la moción de 

sentencia sumaria presentada era una basada 

solamente en una causa de acción 

extracontractual. 

 

En la alternativa, erró el TPI al no 

determinar la inexistencia total de una 

relación contractual entre el Dr. Blanes y 

el Sr. Marvez. 

 

El 15 de mayo de 2015, el Apelado presentó su 

alegato en oposición. Examinado el expediente, estamos 

en posición de resolver. 

-II- 

-A- 

Nuestro Código Civil distingue entre la acción de 

daños y perjuicios extracontractual que emana del 

Artículo 1802, 31 LPRA sec. 5141, y la derivada del 

incumplimiento contractual dispuesta en el Artículo 

1054, 31 LPRA sec. 3018. Muñiz-Olivari v. Stiefel 

Labs., 174 DPR 813 (2008). Por un lado, la acción de 

daños y perjuicios extracontractual bajo el Artículo 

1802, supra, protege el deber general de diligencia 

necesario para la convivencia social. Por su parte, la 

acción ex contractu se basa en el incumplimiento de un 

deber que surge de un acuerdo de voluntades previo 

entre las partes. Muñiz-Olivari v. Stiefel Labs., 
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supra. Véase además, Freire Ayala v. Vista Rent, 169 

DPR 418 (2006).  

En lo pertinente, el Artículo 1054, supra, 

dispone que "quienes en el cumplimiento de sus 

obligaciones incurrieren en dolo, negligencia o 

morosidad, y los que de cualquier modo contravinieren 

al tenor de aquellas" vendrán obligados a indemnizar 

los daños y perjuicios causados. Por tal razón, el 

propósito de este tipo de acción denominada ex 

contractu, es que se cumplan las promesas a las que 

las partes otorgaron su consentimiento. Muñiz-Olivari 

v. Stiefel Labs., supra. 

Aunque, como mencionamos, existe una diferencia 

entre la acción de daños extracontractual y la ex 

contractu, en ambas la parte promovente debe probar la 

existencia de los daños alegados y el incumplimiento 

culposo o doloso de la obligación contractual. Muñiz-

Olivari v. Stiefel Labs., supra. Además, debe existir 

una relación de causa y efecto entre el incumplimiento 

y los daños sobrevenidos. Artículo 1054 Código Civil, 

31 LPRA sec. 3018. Véase además, Muñiz-Olivari v. 

Stiefel Labs., supra; J. Castán Tobeñas, Derecho Civil 

Español Común y Foral, 16ta ed., Madrid, Ed. Reus 

S.A., 1992, tomo 3, pág. 272.   

En Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al, 185 

DPR 880, 910 (2012), el Tribunal Supremo expresó que 

de una misma conducta pueden surgir dos (2) causas de 

acción, a saber, una contractual y otra 

extracontractual. Sin embargo, clarificó que ―no 

procede la indemnización conjunta por ambos tipos de 
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acción, puesto que ello conllevaría una duplicidad de 

remedios‖. Íd., pág. 911. El perjudicado determinará 

cuál causa de acción ejercitará para indemnizar sus 

presuntos daños, porque solo procede el resarcimiento 

de una de las reclamaciones. Íd., citando a Ramos v. 

Orientalist Rattan Furn., Inc., 130 DPR 712 (1992). 

-B-  

 

El propósito de establecer un término 

prescriptivo para entablar una acción judicial es 

fomentar el pronto reclamo de los derechos y la 

tranquilidad del obligado frente a la eterna pendencia 

de una acción civil en su contra. Rivera Fernández v. 

Mun. Carolina, 190 DPR 196 (2014). Además, castiga la 

inercia en el ejercicio de los derechos, pues ello da 

lugar a una presunción legal de abandono. Santos de 

García v. Banco Popular, 172 DPR 759, 766 (2007); H. 

Brau del Toro, Los daños y perjuicios 

extracontractuales en Puerto Rico, Puerto Rico, Ed. 

Publicaciones JTS, 1986, Vol. II, pág. 567. Es por 

ello que cualquier demanda presentada fuera del 

término establecido por ley será desestimada. 

El Artículo 1868 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

5298, dispone que las reclamaciones de daños y 

perjuicios que se originan bajo el Artículo 1802 

prescriben a partir de un (1) año desde que la persona 

conoce el daño sufrido y quién fue el autor del mismo. 

Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 322 (2004).  Sin 

embargo, el término prescriptivo para la causa de 

acción por incumplimiento de contrato al amparo del 
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Artículo 1054 es de quince (15) años. Véase, Artículo 

1864 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5294. 

-C- 

Es harto conocido que la sentencia sumaria es un 

mecanismo procesal extraordinario y discrecional, que 

tiene el propósito de facilitar la solución justa y 

rápida de los litigios y casos civiles que no 

presenten controversias genuinas de hechos materiales 

y que, por lo tanto, no ameriten la celebración de una 

vista en su fondo.  Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 

200, 213-215 (2010).  Se trata de un mecanismo que 

aligera la tramitación de un caso, cuando de los 

documentos que acompañan la solicitud surge que no 

existe disputa sobre algún hecho material y lo que 

debe hacer el tribunal es aplicar el derecho. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra.  

Al dictar sentencia sumaria el Tribunal: (1) 

analizará los documentos que acompañan la moción 

solicitando la sentencia sumaria y los documentos 

incluidos con la moción en oposición y aquellos que 

obren en el expediente del tribunal; (2) determinará 

si el oponente controvirtió algún hecho material o si 

hay alegaciones de la demanda que no han sido 

controvertidas o refutadas en forma alguna por los 

documentos.  López v. Miranda, 166 DPR 546, 562 

(2005). 

Así mismo, ha subrayado nuestro Tribunal Supremo 

que este mecanismo es un remedio discrecional 

extraordinario. Únicamente se concederá cuando la 

evidencia que se presente con la moción establezca con 
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claridad –es decir, preponderantemente— la existencia 

de un derecho, de manera que sólo procederá en casos 

claros, cuando el Tribunal tenga ante sí la verdad 

sobre todos los hechos pertinentes. Jusino, et als. v. 

Walgreens, 155 DPR 560, 578 (2001).  

Como se sabe, el mecanismo de sentencia sumaria 

usado con sabio discernimiento resulta ser un 

mecanismo valioso para descongestionar los calendarios 

judiciales.  Pilot Life Ins. Co. v. Crespo Martínez, 

136 DPR 624, 632 (1994). 

La Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. 

Ap. V, R. 36.4 detalla la forma y manera en que habrán 

de emitirse los dictámenes que no den por finiquitado 

un pleito en virtud de este tipo de moción. Dispone:   

Si en virtud de una moción 

presentada bajo las disposiciones 

de esta regla no se dicta 

sentencia sobre la totalidad del 

pleito, ni se concede todo el 

remedio solicitado o se deniega 

la misma, y es necesario celebrar 

juicio, será obligatorio que el 

tribunal resuelva la moción 

mediante una determinación de los 

hechos esenciales y pertinentes 

sobre los cuales no hay 

controversia sustancial y los 

hechos esenciales y pertinentes 

que están realmente y de buena fe 

controvertidos, y hasta qué 

extremo la cuantía de los daños u 

otra reparación no está en 

controversia, ordenando los 

procedimientos ulteriores que 

sean justos en el pleito, incluso 

una vista evidenciaria limitada a 

los asuntos en controversia. Al 

celebrarse el juicio, se 

considerarán probados los hechos 

así especificados y se procederá 

de conformidad. 

A base de las determinaciones 

realizadas en virtud de esta 

regla el tribunal dictara los 

correspondientes remedios, si 
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alguno. Regla 36.4 de las de 

Procedimiento Civil, supra. 

 

-III- 

Por estar estrechamente relacionados, 

discutiremos los cuatro errores conjuntamente.  

En el presente caso, el Apelante cuestiona la 

determinación del TPI de dejar pendiente de dilucidar 

si hubo incumplimiento de contrato y si proceden los 

daños y perjuicios contractuales cuyo término de 

prescripción es de quince (15) años. El Apelante 

planteó que el TPI debió descartar la existencia de 

una relación contractual entre él y el Apelado. Así, 

arguyó que la reclamación pendiente ante el TPI debió 

también desestimarla por prescripción por ser sobre 

impericia profesional, cuyo término prescriptivo es de 

un (1) año. No tiene razón. 

Al dictar su sentencia parcial el TPI fue claro 

al distinguir que desestimaba la causa de acción bajo 

el artículo 1802 del Código Civil, por estar 

prescrita.  Ello así, dado que había transcurrido más 

de un año desde que el apelado advino en conocimiento, 

el 16 de marzo de 2009, de la denegatoria de cubierta 

de SIMED, hasta la reclamación extrajudicial por él 

efectuada el 21 de mayo de 2010.
2
 

Sin embargo, sostuvo que quedaba por resolver, si 

hubo un incumplimiento de contrato y si esto ocasionó 

daños y perjuicios.  Ello así, por tratarse de dos 

causas de acción distintas que, como vimos, emanan de 

artículos de ley distintos. 

                                                 
2
 La demanda fue posteriormente enmendada. 
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Al así actuar, el TPI dispuso de la causa de 

acción por impericia profesional bajo el artículo 1802 

del Código Civil.  Por lo cual, no tiene razón el 

apelante cuando arguye que dicho foro aplicó el 

término prescriptivo de 15 años a tal causa de acción. 

Resta por determinarse y permanecen en 

controversia hechos esenciales sobre si existía un 

contrato de servicios entre las partes y si se 

incumplió con el mismo.  Igualmente, de haber mediado 

un incumplimiento deberá establecerse la existencia de 

los daños alegados.  Como vimos al discutir el derecho 

aplicable, es ésta la causa de acción que tiene un 

término prescriptivo de 15 años.   

No encontramos razón alguna para intervenir con 

la sentencia dictada, la cual es correcta en derecho.  

El foro apelado utilizó el mecanismo de sentencia 

sumaria para disponer de un asunto sobre el cual no 

existe disputa sobre algún hecho material y aplicó el 

derecho. En ausencia de error manifiesto, pasión, 

prejuicio o parcialidad, no habremos de alterar el 

dictamen apelado. 

-IV- 

  

Por los fundamentos anteriormente discutidos, se 

confirma la Sentencia Parcial recurrida. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 


